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Ley 1/2020 sobre participación de las comunidades educativas disponiendo «normas reglamentarias 
que permitan poner en funcionamiento los instrumentos de intervención en materia de adecuación 
energética sostenible, la comunidad educativa deberá ser tenida en cuenta para la elaboración y 
aprobación de estos».

En ese ejercicio de participación, debemos reseñar el ámbito competencial municipal respecto a las 
responsabilidades otorgadas por la normativa a los Ayuntamientos sobre los centros educativos de 
su titularidad y la conveniencia de impulsar las vías de acuerdo para programar las intervenciones 
recogidas por la citada Ley 1/2020. Precisamente, y al hilo del marco competencial municipal en es-
tos procesos, apostamos por coordinar las actividades sometidas a programación al igual que dotar 
dichos proyectos de intervención de la necesaria publicidad y difusión.

La necesidad de nuevas construcciones de centros educativos que han alcanzado la obsolescen-
cia de sus instalaciones o bien que son requeridos ante el aumento de la población escolar de 
la zona constituyen también motivo de reclamación por la comunidad educativa. Son los casos que 
se traducen en variadas quejas, de las que apuntamos sólo algunos ejemplos como los que se recla-
man la superación de caracolas y nuevas construcciones (queja 23/3320) o la masiva demanda para 
concluir la nueva sede de un nuevo instituto en el municipio de Alcalá de Guadaira (queja 22/7029).

2.1.2.1.2.5. Servicios educativos complementarios y actividades 
extraescolares

En relación a los servicios complementarios de aula matinal, comedor y transporte escolar y activida-
des extraescolares, destacan en número de quejas aquellas relativas al comedor escolar, no siendo 
un número importante las referidas al transporte y siendo prácticamente inexistentes las relativas a 
las actividades extraescolares y aula matinal. Centraremos, pues, nuestra exposición en los problemas 
presentados en los comedores escolares.

Por ser representativa del resto de quejas citamos la presentada por una plataforma con actividad en 
muchas de las provincias andaluzas y que había hecho un amplio estudio y análisis de las carencias 
y deficiencias que sufre este servicio en muchos centros.

De este modo, se denunciaron deficiencias referidas tanto al contenido como a la calidad de los 
alimentos ofrecidos a los escolares y, especialmente, cuestionaban la ausencia de control de la Ad-
ministración de los menús servidos por las empresas concesionarias.

Como medidas de mejoras, las personas reclamantes solicitaban establecer el criterio prioritario y 
general de la prestación del servicio por la propia Administración y la elaboración de las comidas in 
situ en todos los centros docentes en los que sea posible. Este sistema permitiría la elaboración de 
comidas más saludables, apetecibles y adecuadas a las edades de los niños y niñas, el uso de pro-
ductos ecológicos y de cercanía, favoreciendo de esta forma el comercio local, una mayor estabilidad 
laboral, y participación de las familias en el servicio, a través de las AMPAS y Consejos Escolares.

Estas propuestas fueron rechazadas por la Administración educativa al considerar que los comedo-
res escolares de los centros educativos públicos andaluces promueven una alimentación completa 
y saludable que sigue las recomendaciones del Ministerio de Sanidad del Gobierno central y de la 
Consejería de Salud y Consumo de la Junta de Andalucía. Los menús son supervisados mensualmente 
por técnicos del Plan EVACOLE, de la Consejería de Salud y Consumo, que comprueban su adecua-
ción a los criterios nutricionales y de calidad establecidos en los pliegos y realizan verificaciones in 
situ en los centros educativos.

Además, insiste la administración en que tanto los procedimientos como las actuaciones de segui-
miento y control de los comedores escolares se hacen bajo parámetros protocolizados y medibles. 
Cualquier desviación es atendida y corregida con la supervisión de los técnicos de EVACOLE o, en su 
caso, da lugar a las penalizaciones oportunas por parte de la Agencia Pública Andaluza de Educación, 
que pueden llegar hasta la resolución de los contratos con las empresas concesionarias.

Es cierto que la Administración educativa parece poner todo su empeño en que el servicio de come-
dor escolar alcance los estándares de calidad pretendidos, pero la realidad es que en muchos casos 
en los que se producen disfunciones y deficiencias observamos falta o lentitud en la respuesta por 
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parte de los organismos competentes, lo que perpetúa el problema, mientras que es el alumnado 
usuario del servicio el que sufre sus consecuencias a diario.

Esta falta o lentitud en la respuesta tendría su explicación en que la Agencia Pública Andaluza de 
Educación gestiona un total de 1.410 comedores escolares en Andalucía con alrededor de 120.000 
comensales, funcionando estos comedores a través de la contratación, mediante licitación pública, 
de empresas y entidades de restauración colectiva, por lo que aunque los procedimientos de verifi-
cación y control in situ se llevan a cabo en toda Andalucía con una programación anual que abarca 
más de 600 inspecciones anuales para atender las peticiones, demandas y quejas sobre el servicio 
en los centros, aún resultan insuficientes.

En cuanto al servicio complementario de transporte escolar, siguen presentándose quejas de di-
versas problemáticas, como pueden ser la imposibilidad de utilización del mismo por alumnado 
escolarizado en centros no receptores o en centros docentes concertados (queja 23/7842); retraso 
en la programación de rutas en centros de educación especial o deficiencias en el servicio (quejas 
23/3266 y 23/1097, entre otras); o la supresión de paradas y no establecimiento de alguna necesaria 
(quejas 23/1214 y 23/2120).

2.1.2.1.2.6. Equidad en la Educación

Recogemos algunas de las principales intervenciones realizadas por la Defensoría para garantizar el 
ejercicio del derecho a la Educación del alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias persona-
les o bien por sus circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el acceso, 
permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, diferenciaremos las medidas de equidad en los dos grupos: Educación 
especial y Educación compensatoria.

a) Educación especial

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2023 se ha centrado, en gran parte, en analizar 
los conflictos que nacen de la vida cotidiana de muchas familias a la hora de hacer efectiva la 
presencia normalizada de sus hijos e hijas con características singulares en su vida educativa.

Debemos recordar que nuestra actuación supervisora se desenvuelve en un esencial y complejo re-
ferente normativo gracias al conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial que ha construido 
un principio básico que persigue coherentemente el alcance universal del derecho a la Educación 
recogido por el artículo 27 de la Constitución y 52 del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define 
la inclusión escolar como piedra angular sobre la que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones 
que procuran, sencillamente, hacer efectivo que ese derecho universal acoja con decisión y solvencia 
al alumnado con necesidades educativas especiales. Lógicamente esas respuestas normalizadas 
también presentan carencias. Veamos algunos ejemplos.

Queremos comenzar retomando una actuación de oficio que incide en aspectos sumamente de-
licados de atención de este alumnado cuando se requiere la intervención de profesionales de la 
enfermería como apoyo en los escenarios escolares. Y es que, dentro del complejo organizativo que 
tiene el sistema educativo para atender al alumnado con necesidades especiales, la experiencia de 
esta Defensoría acumula numerosos antecedentes sobre la demanda de atención sanitaria de estos 
niños y niñas durante su presencia en los centro escolares. Inevitablemente, en ocasiones, este alum-
nado necesita cuidados en el marco de la actuación de profesionales sanitarios, en concreto, de la 
enfermería. Esta cuestión se canalizó a través de una actuación de oficio que derivó en una resolución 
dirigida a las Consejerías en materia de Salud y de Educación (queja 22/2536).

Tanto la Consejería de Desarrollo Educativo como la Consejería de Salud han basado sus respuestas 
remitiéndose a un Protocolo específico elaborado y acordado entre ambos departamentos que, se-
gún se indica, “estará listo para su entrada en vigor a la mayor brevedad posible” (informe de 27 de 
julio de 2023). Como quiera que, hasta la fecha y salvo error u omisión, no se ha hecho público dicho 
Protocolo ni dispuesto su aplicación, solicitamos de ambas Consejerías copia de dicho documento, 
una vez aprobado, y las medidas adoptadas para su puesta efectiva en funcionamiento.

https://defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-que-promuevan-la-regulacion-de-la-figura-de-la-enfermeria-escolar-en-los-centros
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